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ACTA No. 0034 del 14 de Mayo de 2009


Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Leonor Rodríguez contra el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el Instituto de los Seguros Sociales - Seccional Risaralda y Cundinamarca y la señora Melva Villada de Cortez que pretende la protección de los  derechos fundamentales al debido proceso, cosa juzgada y al mínimo vital.


El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Pretende la accionante a través de éste medio de protección constitucional que en virtud de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, cosa juzgada y mínimo vital, se declare la nulidad del proceso tramitado ente el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, y de la Resolución N° 8665 del 2007 y se ordene al Instituto de los Seguros Sociales al restablecimiento del 100% de la sustitución pensional de sobreviviente del señor Aurelio Cortes en calidad de compañera permanente. 


Finalmente solicita se compulsen copias a la Fiscalía y al Consejo Seccional de la Judicatura para que investiguen la conducta de la juez accionada, al ISS y a la señora Melva Villada de Cortés y a su apoderado por el posible fraude procesal.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE


Se trata de la señora Leonor Rodríguez, identificada con la cédula de ciudadanía N° 24.563.451 expedida en Calarcá.

III. AUTORIDADES ACCIONADAS


Se trata del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, en cabeza de la doctora Amparo Rengifo Santibañez, el Instituto de los Seguros Sociales - Seccional Risaralda y Cundinamarca y la señora Melva Villada de Cortez

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS

Se invoca la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso, cosa juzgada  y al mínimo vital.

V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta la accionante que convivió con el señor Aureliano Cortes durante treinta años, hasta el día de su fallecimiento, y que de esa unión nacieron nueve hijos, por lo que solicitó ante el Instituto de los Seguros Sociales el reconocimiento de la pensión de sobreviviente.

Que el Instituto de los Seguros Sociales de manera arbitraria procedió a suspender el pago de la pensión a la accionante y dos de sus hijos que aún eran menores de edad, porque la señora Melva Villada de Cortés, cónyuge supérstite del causante, presentó solicitud ante el ISS Seccional Risaralda de la pensión de sobreviviente en calidad de cónyuge, la cual le fue concedida. 

En razón de ello, mediante representante judicial, la accionante interpuso acción de tutela que correspondió al Juzgado 22 Civil del Circuito de Bogotá, la cual fue denegada en primera y en segunda instancia, dicha acción fue escogida para revisión por la Corte Constitucional, donde fueron revocados los dos fallos y tutelados sus derechos  en forma transitoria, otorgando un término de cuatro meses para iniciar la respectiva acción ante juez ordinario.

  Que la acción ordinaria presentada correspondió al Juzgado 18 Laboral del Circuito de Bogotá, en el que se procedió a llamar a integrar litisconsorcio necesario a la señora Melva Villada a quien fue imposible notificar personalmente por lo que se procedió a emplazar y fue representada por curador ad – litem; acción que culminó con el reconocimiento de la accionante como única beneficiaria de la sustitución pensional del causante Aureliana Cortés, confirmando lo que ya había ordenado la Corte Constitucional en su fallo.
 En atención al fallo de la Corte Constitucional el Instituto de los Seguros Sociales – Seccional Cundinamarca procedió a restablecer transitoriamente el derecho de la accionante, mediante Resolución N° 022603 del 02 de noviembre de 2000 y aclaratoria N° 27162 del 26 de diciembre del mismo año, y posteriormente según Resolución 019364 del 1° de septiembre de 2003 se reconoce y paga sin contratiempos la sustitución pensional con el retroactivo, hasta el mes de septiembre de 2007, pues según la entidad la mesada está siendo compartida con otra beneficiaria, por lo que a partir del octubre de 2007 se le está cancelando únicamente el 50% de la pensión. 

La señora Melva Villada en el año 2005 presenta acción ordinaria contra el ISS – Seccional Risaralda, solicitando el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes del causante Laureano Cortés, acción que se tramitó en el Juzgado Primero Laboral de Pereira, donde el ISS no propuso la excepción de “cosa juzgada”.

El Juzgado Primero Laboral se abstuvo de llamar al proceso a la accionante -como parte interesada-, para integrar el litisconsorcio necesario, incurriendo en una vía de hecho e incluso en prevaricato, desconociendo de esta forma el derecho al debido proceso, toda vez que en ese proceso ordinario la accionante se hubiera podido defender y probar al despacho que dicho caso ya había hecho tránsito a cosa juzgada.

 Del mismo modo la señora Melva Villada podría incurrir en fraude procesal, y actos de mala fe al inducir en error a la Juez, pues ella fue notificada por parte de la Corte Constitucional de la tutela donde se decretó la nulidad de lo actuado porque el Juzgado 22 Civil del Circuito omitió su notificación, quien una vez notificada, presentó escrito al Juzgado en solicitud de su derecho en calidad de cónyuge, razón para tener conocimiento de la existencia del proceso anterior.

Aduce la accionante que el ISS ha causado grave perjuicio con sus actuaciones y omisiones, al omitir toda la información del caso en la contestación de la demanda presentada por la señora Melva Villada de Cortés en solicitud de la pensión de sobreviviente del señor Aureliano Cortés ante el  Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, donde se emitió un fallo sin tener las suficientes pruebas que demuestren la convivencia con el causante, además de omitir la integración del litisconsorcio necesario a sabiendas de la existencia de la accionante y de sus hijos menores, reconociendo a la cónyuge el 100% de la pensión, a pesar de esto la entidad le sigue pagando el 50% desde el mes de septiembre de 2007.

Finalmente manifiesta la accionante que no pudo accionar con inmediatez porque sólo a través de acción de tutela en protección al derecho de petición, pudo tener acceso a la resolución emitida por el I.S.S en cumplimiento al fallo de la Juez accionada, y que con dificultad obtuvo las copias dicho fallo, para poder accionar. Y bajo gravedad de juramento manifiesta que no ha instaurado acción de tutela por los mismos hachos.

VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Una vez notificados de la existencia del presente medio de protección, los accionados guardaron silencio.
VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Es viable que mediante el ejercicio de acción de tutela, se pretenda la declaratoria de nulidad de un proceso ordinario, cuando a la fecha de presentación de la misma existen otros medios de defensa judicial para lograr ese objetivo?

En primer lugar ha de manifestarse que por regla general la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales, sin embargo cuando con ellas, el funcionario judicial desconoce o vulnera derechos de rango constitucional, es procedente la interposición de la misma para sanear la presunta irregularidad de la providencia.

La H. Corte Constitucional, ha determinado que para que sea procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, por ocasión de vías de hecho, deben ser comprobados los siguientes requisitos
:

(i) Que la conducta del Juez carezca de fundamento legal.

(ii) Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial.

(iii) Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de manera grave e inminente. 

(iv) Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho fundamental violado o amenazado.


En el caso bajo examen se invoca como causal para deprecar la nulidad del proceso ordinario adelantado por la señora Melva Villada de Cortés la falta de integración del litisconsorcio necesario, esto es la falta de notificación de la existencia de ese proceso a la hoy accionante, Leonor Rodríguez, causal que se ajusta a lo consagrado en el numeral 9° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.


Aunque el artículo 142 ibídem, dispone que las nulidades pueden alegarse en cualquiera de las instancias, antes de que se dicte sentencia si ocurrieron en el curso de él, y en el presente asunto no se hizo así porque para el momento en que ocurrieron los hechos la accionante ni siquiera tenía conocimiento de la existencia del proceso promovido por la señora Melva Villada, podría pensarse que esa oportunidad ya había precluído para la afectada, en atención a que la decisión tomada en ese asunto se profirió el 07 de octubre de 2005 (fl. 81 y s.s.), quedando ejecutoriada el 14 de octubre del mismo año y sólo hasta ahora, tres años después, viene a alegarse la configuración de una causal de nulidad.

Sin embargo, como se anotó anteriormente, se trata de una “falta de notificación”, y la parte perjudicada con ese hecho sólo se enteró de la misma casi dos años después de ejecutoriada la sentencia que puso fin al proceso donde tuvo ocurrencia esa presunta causal de nulidad, causal que encuentra asidero  igualmente en el artículo 380 del Código de Procedimiento Civil como una causal de revisión de las sentencias ejecutoriadas, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 380: Son causales de revisión:
(…) 

7. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o emplazamiento contemplados en el artículo 140, siempre que no haya saneado la nulidad”.


Y el artículo 381 de la misma obra, dispone cual es el término para interponer ese recurso, así:

“El recurso deberá interponerse dentro de los dos años siguientes a la ejecutoria de la respectiva sentencia, cuando se invoque algunas de las causales consagradas en los numerales 1°, 6°, 8 y 9° del artículo precedente.

Cuando se alegue la causal prevista en el numeral 7° del mencionado artículo, los dos años comenzaran a correr desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante haya tenido conocimiento de ellos, con límite máximo de cinco años….”. (Negrillas fuera del texto).

De acuerdo con lo anterior, si la accionante disfrutó sin ningún contratiempo de su pensión de sobrevivientes hasta el mes de septiembre de 2007, porque en el mes de octubre de 2007 sorpresivamente, el ISS empezó a pagarle sólo el 50% de la misma, a la fecha de interposición de la presente acción de amparo, los dos años para invocar el recurso extraordinario de revisión no habían transcurrido.

Así las cosas, al contar la accionante con otro medio de defensa judicial, como lo es el recurso extraordinario de revisión, que le permita hacer cesar la presunta vulneración de los derechos fundamentales cuya protección invoca, fuerza a concluir que la accionante no cumplió con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción – uso de otro mecanismo de defensa judicial-, lo que de suyo conlleva a denegar la protección implorada.

Y es que, una de las esenciales particularidades de esta acción, se encuentra en su carácter subsidiario, que no es otra cosa que la imposibilidad de que con esta vía se sustituyan las acciones judiciales establecidas por la ley.


Así lo ha decantado con suficiencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, resultando pertinente referir varios pronunciamientos sobre la materia:

“La tutela no es una figura que entorpece o duplica al sistema judicial consagrado en la Constitución y la ley, sino que está integrada como mecanismo subsidiario a las diferentes jurisdicciones. No se trata, entonces, de una vía expedita para la resolución de un conflicto o para la obtención de un determinado resultado, pues la subsidiariedad comporta el respeto a los medios de defensa judicial de carácter ordinario”
. (Negrillas para destacar).


Así mismo dijo la citada Corporación:

“Ha recalcado en su jurisprudencia esta Corporación que la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza es la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


Ahora, debe precisarse que esta regla general tiene como excepción la procedencia de tutela bajos circunstancias especiales, como lo es la falta de idoneidad de la acción ordinaria o la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso éste último en el cual la tutela procede en forma transitoria, pero en este caso, ni uno ni otro aspecto se cumplen, pues la accionante ha venido recibiendo el 50% de su mesada pensional, lo que evidencia que cuenta con unas condiciones mínimas para la satisfacción de sus necesidades básicas, lo que redunda en una protección de sus derechos fundamentales, como el mínimo vital.


Es suficiente lo hasta aquí mencionado para denegar la acción de tutela propuesta por la señora Leonor Rodríguez, por contar a la fecha de presentación de este medio de protección, con otro medio de defensa judicial, como lo es el recurso extraordinario de revisión.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE

1. DENEGAR la tutela impetrada por la señora Leonor Rodríguez, por la violación de los derechos fundamentales al debido proceso, a la cosa juzgada y al mínimo vital, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia T-327/1994. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Corte Constitucional.


� Sentencia T-504 de 1994. M.P. Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.
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